


El arbitraje en la Ley de I.O.P.D y la P.H. 
 
 

El arbitraje en la Ley de Igualdade de Oportunidades de las Personas Discapacitadas y la Ley de Propiedad Horizontal. 

El día 3 de Diciembre de 2003 se publicó en el Boletín Oficial del Estado la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Esta Ley entró en vigor el pasado Jueves 4 de Diciembre y sustituye a la Ley de Integración Social de los 
Minusválidos (LISMI) de 1982.  
 
Presentada en en Congreso de los Diputados por iniciativa del Gobierno el 19 de Mayo de 2003, y aprobada por el Pleno del Congreso de los Diputados en su sesión del 
día 27 de noviembre de 2003, esta Ley contempla el arbitraje como mecanismo alternativo y opcional para resolver rápida y eficazmente las quejas y reclamaciones de 
este colectivo que en España, y según la Encuesta sobre discapacidades, deficiencias y estado de salud (INE, 1999, alcanza en torno a 3,5 millones de personas.  
 
Le ley hace referencia al arbitraje en varias secciones, esto es  

• en el apartado segundo de su Preámbulo;  

• en el artículo 7 bajo el Capítulo II sobre Igualdad de Oportunidades;  

• en el artículo 17 del Capítulo III sobre Fomento y Defensa de los intereses de las personas discapacitadas;  

• en la Disposición Final Tercera que modifica la Ley de Propiedad Horizontal;  

• en la Disposición Final Decimotercera que establece un periodo de dos años para la creación del sistema arbitral.  

El artículo 17 y la Disposición Final Decimotercera están aún por desarrollar ya que se trata de establecer un sistema arbitral auténticamente profesional e imparcial y 
respetuoso "de l'esprit de c'est loi" y que no es sino el pleno respeto a los derechos y necesidades de las personas discapacitadas. El desarrollo de un sistema arbitral 
de esta naturaleza es un proyecto ciertamente fascinante, quizás el más fascinante sobre arbitraje en proyecto hoy en España. 
 
Ley 51/2003, de 2 de Diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad  
 
El término arbitraje , que subrayamos para comodidad del lector, aparece en las siguientes secciones de esta nueva Ley. El texto presentado es literal. 
 
Preámbulo II 
 
Entre las medidas de defensa, por su sencillez, rapidez y comodidad para las partes, se potencia el recurso al arbitraje para dirimir la resolución de conflictos que 
puedan surgir. 
 
Las personas que hayan sufrido discriminación basada en la discapacidad han de disponer de una protección judicial adecuada que contemple la adopción de las 
medidas necesarias para poner fin a la vulneración del derecho y restablecer al perjudicado en el ejercicio de aquél. 
 
 
CAPÍTULO II - Igualdad de oportunidades  
 
Artículo 7. Contenido de las medidas contra la discriminación. 
 
Las medidas contra la discriminación podrán consistir en prohibición de conductas discriminatorias y de acoso, exigencias de accesibilidad y exigencias de eliminación 
de obstáculos y de realizar ajustes razonables. 
 
A estos efectos, se entiende por:  
 
a) Conducta de acoso: toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como objetivo o consecuencia atentar contra su dignidad o crear un 
entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo. 
 
b) Exigencias de accesibilidad: los requisitos que deben cumplir los entornos, productos y servicios, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y 
prácticas, con arreglo a los principios de accesibilidad universal de diseño para todos. 
 
c) Ajuste razonable: las medidas de adecuación del ambiente físico, social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con discapacidad que, de forma 
eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones 
que el resto de los ciudadanos. 
 
Para determinar si una carga es o no proporcionada se tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios que suponga para las personas con 
discapacidad su no adopción, la estructura y características de la persona, entidad u organización que ha de ponerla en práctica y la posibilidad que tenga de obtener 
financiación oficial o cualquier otra ayuda. 
 
A este fin, las Administraciones Públicas competentes podrán establecer un régimen de ayudas públicas para contribuir a sufragar los costes derivados de la obligación 
de realizar ajustes razonables. 
 
Las discrepancias entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto obligado podrán ser resueltas a través del sistema de arbitraje previsto en el artículo 17, de esta 
Ley, sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que en cada caso proceda. 
 
 
 
CAPÍTULO III - Fomento y defensa  
 
SECCIÓN 2ª MEDIDAS DE DEFENSA  
 
Artículo 17. Arbitraje. 
 
1. Previa audiencia de los sectores interesados y de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias, el Gobierno establecerá un 
sistema arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, las quejas o reclamaciones de las personas 
con discapacidad en materia de igualdad de oportunidades y no discriminación, siempre que no existan indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio de la 
protección administrativa y judicial que en cada caso proceda. 
 
2. El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y deberá constar expresamente por escrito. 
 
3. Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores interesados, de las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y 
sus familias y de las Administraciones públicas dentro del ámbito de sus competencias. 
 
 
Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley de Propiedad Horizontal. 



 
1. El artículo 10 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, por la que se regula la Propiedad Horizontal, queda redactado de la siguiente manera:  
 
"1. Será obligación de la comunidad la realización de las obras necesarias para el adecuado sostenimiento y conservación del inmueble y de sus servicios, de modo que 
reúna las debidas condiciones estructurales, de estanqueidad, habitabilidad, accesibilidad y seguridad. 
 
2. Asimismo, la comunidad, a instancia de los propietarios en cuya vivienda vivan, trabajen o presten sus servicios altruistas o voluntarios personas con discapacidad, o 
mayores de setenta años, vendrá obligada a realizar las obras de accesibilidad que sean necesarias para un uso adecuado a su discapacidad de los elementos comunes, 
o para la instalación de dispositivos mecánicos y electrónicos que favorezcan su comunicación con el exterior, cuyo importe total no exceda de tres mensualidades 
ordinarias de gastos comunes. 
 
3. Los propietarios que se opongan o demoren injustificadamente la ejecución de las órdenes dictadas por la autoridad competente responderán individualmente de las 
sanciones que puedan imponerse en vía administrativa. 
 
4. En caso de discrepancia sobre la naturaleza de las obras a realizar resolverá lo procedente la Junta de propietarios. También podrán los interesados solicitar arbitraje 
o dictamen técnico en los términos establecidos en la Ley. 
 
5. Al pago de los gastos derivados de la realización de las obras de conservación y accesibilidad a que se refiere el presente artículo estará afecto el piso o local en los 
mismos términos y condiciones que los establecidos en el artículo 9 para los gastos generales."  
 
2. El artículo 11 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, por la que se regula la Propiedad Horizontal, queda redactado de la siguiente manera: 
 
"1. Ningún propietario podrá exigir nuevas instalaciones, servicios o mejoras no requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad, seguridad y accesibilidad del 
inmueble, según su naturaleza y características. 
 
2. Cuando se adopten válidamente acuerdos para realizar innovaciones no exigibles a tenor del apartado anterior y cuya cuota de instalación exceda del importe de tres 
mensualidades ordinarias de gastos comunes, el disidente no resultará obligado, ni se modificará su cuota, incluso en el caso de que no pueda privársele de la mejora o 
ventaja. 
 
Si el disidente desea, en cualquier tiempo, participar de las ventajas de la innovación, habrá de abonar su cuota en los gastos de realización y mantenimiento, 
debidamente actualizados mediante la aplicación del correspondiente interés legal. 
 
3. Cuando se adopten válidamente acuerdos para la realización de obras de accesibilidad, la comunidad quedara obligada al pago de los gastos aun cuando su importe 
exceda de tres mensualidades ordinarias de gastos comunes. 
 
4. Las innovaciones que hagan inservible alguna parte del edificio para el uso y disfrute de un propietario requerirán, en todo caso, el consentimiento expreso de éste. 
 
5. Las derramas para el pago de mejoras realizadas o por realizar en el inmueble serán a cargo de quien sea propietario en el momento de la exigibilidad de las 
cantidades afectas al pago de dichas mejoras."  
 
3. La norma 1.ª del artículo 17 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, por la que se regula la Propiedad Horizontal, queda redactada de la siguiente manera:  
 
"1.ª. La unanimidad sólo será exigible para la validez de los acuerdos que impliquen la aprobación o modificación de las reglas contenidas en el título Constitutivo de la 
propiedad horizontal o en los Estatutos de la comunidad. 
 
El establecimiento o supresión de los servicios de ascensor, portería, conserjería, vigilancia u otros servicios comunes de interés general, incluso cuando supongan la 
modificación del Título Constitutivo o de los Estatutos, requerirá el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a su vez, representen las 
tres quintas partes de las cuotas de participación. El arrendamiento de elementos comunes que no tenga asignado un uso específico en el inmueble requerirá 
igualmente el voto favorable de las tres quintas partes del total de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas de participación, así 
como el consentimiento del propietario directamente afectado, si lo hubiere. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de esta Ley, la realización de obras o el establecimiento de nuevos servicios comunes que tengan por finalidad la 
supresión de barreras arquitectónicas que dificulten el acceso o movilidad de personas con minusvalía, incluso cuando impliquen la modificación del Título Constitutivo, 
o de los Estatutos, requerirá el voto favorable de la mayoría de los propietarios que, a su vez, representen la mayoría de las cuotas de participación. 
 
A los efectos establecidos en los párrafos anteriores de esta norma, se computarán como votos favorables los de aquellos propietarios ausentes de la Junta, 
debidamente citados, quienes una vez informados del acuerdo adoptado por los presentes, conforme al procedimiento establecido en el artículo 9, no manifiesten su 
discrepancia por comunicación a quien ejerza las funciones de secretario de la comunidad en el plazo de treinta días naturales, por cualquier medio que permita tener 
constancia de la recepción. 
 
Los acuerdos válidamente adoptados con arreglo a lo dispuesto en esta norma obligan a todos los propietarios."  
 
Disposición final decimotercera. Sistema arbitral. 
 
En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley el Gobierno, previa audiencia de los sectores interesados y de las organizaciones representativas de las 
personas con discapacidad y sus familias, establecerá el sistema arbitral previsto en el artículo 17 de esta Ley. 

 


